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TRillUNAL DE ÉTICA GUBERNAMI~NTAL: San Salvador, a las ocho horas con treinta 
./ 

minutos del día dieciséis de octubre de dos mil veintitrés. 

Mediante resolución de fC 551 al 553 se concedió a la investigada el plazo de cinco días 

hóbiles para que ejerciera su derecho de defensa, presentara las alegaciones y prueba que estimara 

pertinentes; en ese contexto, se recibió escrito de la referida señora (ff. 555 y 556). 

Consitlcr:indos: 

l. Rcl:1ci1ín <le los hechos 

O/Jíelo del caso 

El presente procedimiento administrativo sancionador se tramita contra la señora Gilda 

Noemy Linares de Ramírez, Subdirectora del Centro Escolar Católico "María Consoladora del 

Carpinello" del municipio de Santa Ana, departamento del mismo nombre, y miembro del 

Consejo Educativo Católico Escolar (CECE) de esa misma institución educativa, a quien se 

atribuye la posible infracción al deber ético de "Excusarse de inlenenir o participar en asunto.\· 

en los cuales él, su cónyuge, conviviente, parientes dentro del cuarlo grado de co11sa11g11inidad o 

segundo de qfinídad o socio, tengan algún cm?fliclo de inleré.i; ", regulado en el artículo 5 letra e) 

de la Ley de Ética Gubernamental, en lo sucesivo LEO, por cuanto, en los años dos mil 

diecinueve y dos mil veintiuno, hahría intervenido en procedimientos de selección de su hija, la 

señora , para que ésta laborara como Docente en el 

referido centro de estudios, remunerada con fondos del Ministerio de Educación, Ciencia y 

Tecnología (MINEDUCYT). 

Desarrollo del procedimiento 

1. Por resolución de ff. 7 y 8 se ordenó la investigación preliminar del caso, sobre los 

hechos objeto de aviso contra Ja señora Oilda Noemy Linares de Ramírcz. 

2. En la resolución de ff. 551 al 553, se decretó la apertura del procedimiento 

administrativo sancionador contra la señora Gilda Noemy Linares de Rmnírez, y se le concedió el 

plazo de cinco días hábiles para que ejerciera su derecho de defensa y presentara las alegaciones 

y prueba que estimara pertinentes. 

3. Mediante escrito ele ff. 555 y 556, la investigada realizó alegaciones sobre los hechos e 

infracción atribuidos, indicando, en síntesis que, según el artículo 16 del Reglamento Especial 

para el Funcionamiento de Centros Educativos Católicos Privados, con organismos 

administrativos CECE, subvencionados por el Estado, dentro de sus funciones como Subdirectora 

del Centro Escolar Católico " María Consoladora del Carpinello" del municipio de Santa Ana, no 

se encuentra el seleccionar o proponer al personal docente, sino que esto le compete al Director 

del centro educativo, conforme a los artículos 14 y 15 del mismo Reglamento. 

Agrega que el nombramiento del personal de esa clase de centros educativos estó a cargo 

del MINEDUCYT, a propuesta del Obispo Diocesano o de su delegado, como lo regula el 

artículo 6 del citado Reglamento. 

El presente registro en su versión original contiene datos personales, información reservada y elementos de carácter 
confidencial. En este contexto, es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, conforme a lo 
establecido al artículo 30 de la Ley de Acceso a la información Pública, se extiende la siguiente versión pública.



Señala que, pese a no lener poder y facultad de selección o decisión respecto al 

nombramiento del personal docente, íiguran dos actas en las que consta que compareció y las 

suscribió. y en las que se consigna de forma "impropia" que el acuerdo ele seleccionar a la 

Prolcsora  como maestra interina, se tomó por 

una ni mi dad. 

En razón de lo anterior, con base en el artículo 156 de la Ley de Procedimientos 

Administrativos, en adelante LPA, reconoce de forma expresa su responsabilidad en la infracción 

al deber ético que se le atribuye. 

11. Aceptnciún de los hechos (lOr el infractor 

El artículo 156 de la LPA señala que "Si iniciado 1111 procedimicnlo sancionador, el 

il!fi·aclor reconoce .rn responsabilidad de .fiwma expresa y por escrito. se podrá resolver el 

procedi111ie11to con la i111posiciá11 de la sanción que proceda. E,,·ta circ1111sla11cia será considerada 

1111a atc111u1111c para la dercr111i11aciá11 de la sa11ciá11. Cuando la sanción tenga carácter 

pecuniario, se podnifl aplicar reducciones de has/a una cuarla parle de su imporle ". 

En ese sentido. habiendo reconocido la investigada su responsabilidad con relación a la 

conduela e infracción atribuida. con bnse en el artículo relacionado, este Tribunal ha omitido la 

etapa probatoria y de traslado en el caso de mérito, y se proceder:.'1 a resolver el procedimiento. 

11 l. Fundamcn to jurídico 

l11ti-acciú11 alribuida 

La conducta atribuida a la señora Gilda Noemy Linmes ele Ramírez se calilicó como una 

posible infracción al deber ético regulado en el artículo 5 letra c) de la LEO, relativo a 

" F.rcnmr,w de i11fen•enir o parlicipar en as1111tos en los cuales él, s11 cá11y11ge, conviviente, 

parie111e.\ de111ro del ctwrlo grado de co11.w111gui11idad o segundo de qfinidad o socio, tengan 

aly,IÍ11 COl!flicto de i11teré~ ". 

Una de las obligaciones que la Convención lnteramericnna contra la Corrupción impone a 

los Estados parles es la aplicación de medidas dentro de sus propios sistemas institucionales, 

de~linadas a crear. mantener y fortalecer normas de conducta para el correcto, honorable y 

adecuado cumplimiento de las funciones públicas. Estas normas deberán orientarse a prevenir 

conílictos de intereses (arlkulo 111.1 Medidas preventivas, Convención lnteramericana contra la 

Corrupción). 

También el Código Internacional de Conducta para los titulares ele cargos públicos. 

emitido por la A!.amhlca General de las Naciones Unidas, estipula que un cargo público conlleva 

la obligación de actuar en pro del interés público. por lo que quien lo desempeñe no debe utilizar 

su autoridad oficial para favorecer indebiclmncnte intereses personales o económicos propios o de 

sus familias. 

En armonía con esas obligaciones convencionales y con los pr111c1p1os éticos de 

supremacía del i111erés ¡Jtíhlico, imparcialidad y lealtad -artículo 4 letras a) d) e i) LEO- , el 

deber ético regulado en el artículo 5 letra e) de la LEO contiene un mandato claro y categórico 
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para los servidores estatales de presentar una excusa formal y apartarse de intervenir en una 

decisión o procedimiento en los cuales le correspondería participar, pero en éstos su interés 

personal, el de su cónyuge, conviviente, parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad y 

segundo de afinidad o socios, entran en pugna con el interés pliblico. 

El conflicto de interés se define como "Aquellas siluaciones e11 q11e el in/eré.\' personal del 

servidor público o sus parienles den/ro del c1wrto grado de consa11g11i11idad y seg1111do de 

qfinidad, e/1/ran en pugna con el inlcrés público" -artículo J letra j) de In LEO . 

En términos generales, los conflictos de interés son situaciones en las cuales In equidad y 

la imparcialidad requerida para la decisión pública se han perdido. 

En concreto, existe un conflicto de interés cuando un funcionnrio público obtiene un 

beneÍlcio de manera ilegítima como resultado de una decisión que ha tomado en función de su 

cargo o competencias (De Michele, R. "Los COl?fliclos de interés e11 el sector público." Coalición 

por la Transparencia, Guatemala, 2004, p. 9). 

En ese sentido, la excusa se erige como una herrnmienta mediante la cual el servidor 

público, al advertir un posible connicto de interés, por iniciativa propia se separa de la 

tramitación de un asunto en el cual le corresponde participar, evitando intervenir en el mismo, 

con el fin de garantizar la imparcialidad de sus actuaciones. Con ella se pretende proteger la 

imparcialidad y objetividad del servidor público, a lin de no poner en desventaja a los demás 

ciudndnnos, quienes tienen derecho a recibir un trato igualitario, exento de valoraciones de índole 

subjetivas. 

En suma, la finalidad de la proscripción del artículo 5 letra e) de la LEO, es garantizar a 

todas las personas que los actos administrativos que emanan de las instituciones gubernamentales 

se gestionan de manera objetiva e imparcial, y que se orientan exclusivamente a la satisfacción de 

los fines que justifican la existencia de cada entidad estatal. En ese mismo sentido se pronunció 
1 

este Tribunal en las resoluciones de las once horas con cuarenta y cinco minutos del día cinco de 

marzo, de las dieciséis horas con treinta y cinco minutos del día veinticinco de marzo, de las ocho 

horns con cincuenta minutos del día veinte de agosto y de las quince horas con treinta y cinco 

minutos del día diecinueve de noviembre, todas de dos mil veintiuno; de las ocho horas con diez 

minutos del día veintiocho de abril, de las trece horas y de las trece horas con quince minutos del 

día dieciséis de noviembre, todas de dos mil veintidós, en los procedimientos rcforencias 201 -A­

l 7, 100-0-18, 29-A-19, 144-/\-18, 149-A-21, 13-D-22 y 98-A-22 respectivamente. 

IV. Pruclrn rccahada en el procedimiento 

En este caso la prueba que será objeto de valoración, por ser lícita, pertinente, idónea, 

necesaria y útil, es In siguiente: 

Recabada por el Tribunal: 

1. Informe de fecha veinte e.le enero del presente año, suscrito por la Directora y 

Presidenta del CECE del Centro Escolar Católico '·María Consoladora del Carpinello" del 

municipio de Santa Ana (ff. 17 al 19), referente al cargo ejercido por la señora Gilda Nocmy 
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Linares de Rmnírez en dicha institución educativa, y a que es remunerada con fondos del 

íVllNEDUCYT. 

2. Copias simple y certificada por la referida Directora. de\ acta N.º 15 de fecha quince de 

marzo de mil novecientos noventa y cuatro. refcrenle a la toma de posesión de la sciíora Linares 

de Rqmírcz como Subdirectora (ff. 25 y 545). 

3. Copias simples de las siguientes actas de reunión del aludido CECE: a) N." 89, de !Ccha 

veintidós de enero de dos mil veinliuno, en la cual se seleccionó a la scílora  

 para dcscmpe11ar el cargo de Docente interina en la cspeciulidad ·de 

Estudios Sociales, en el citado centro de estudios (ff. 30 y 31 ); b) N." 72 de fecha veinticinco de 

febrero de dos mil diecinueve. mediante la cual se seleccionó a la referida sefíora para 

dcsempcllar el cargo de Docente interina responsable del Noveno Grado " ¡\''. en lu misma 

institución educativa en: 47 y 440); y c) N.º 73 de lecha veintiocho de febrero de dos mil 

diecinueve, en la que se consignó la toma de posesión de la citada seilora, en el cargo anterior (ff. 

48 y 441 ). 

4. Los siguientes documentos de la sefíora   : i) 

ccrtilicaciún de su partida de nacimiento, expedida por la .lefa del Regi.'>tro del Estado Familiar de 

la Alcaldía rvlunicipal de Santa Ana (f. 127): ii) certilicación de hoja de impresión de datos e 

imagen del trúmile actual de emisión de su Documento Único de Identidad (DUI), proporcionadu 

por el Registro Nacional de las Personas Naturales (RNPN) [C 125]; y en iii) copia simple de su 

DUI (f. 543). 

5. Informe suscrito por el Director Departamental de Educación de Santa Ana (f. 128). 

relativo al cargo ejercido por la se11ora Gilda Noemy Linares de Ramírcz en el Centro Escolar 

Católico "María Consoladora del Carpincllo"' del municipio de Santa Ana. 

6. Copias certilicadas por la Encargada de Organismos de Administración Escolar Local. 

de la Dirección Departamental de Fducación de Santa Ana del MINEDUCYT. de actas de 

integración del aludido CECE, en los afios dos mil diecinueve y dos mil veintiuno (II 129 al 

131 ). 

V. Valoracilln de In pruchn y dccisilln del caso 

De con/'ormidad con lo di~puesto en el artículo 35 inciso 5Q de la LEO. lus pruebas 

vertidas en el procedimiento se valorarún según el sistema de la sana crítica, el cual se asienta en 

el principio de ra:r.onabilidad y obliga a que las múximas de experiencia consten en la motivación 

de la rcsoluciún dclinitiva: a linde evidenciar cómo se ha alcanzado certeza de lo alirmaclo por 

las parles. 

El artículo 87 del RLEG establece que en e\ procedimiento administrativo sancionador 

ngc el prim:ipio de libertad probatoria. siendo admisibles todos los medios de prueba. que 

cumplen los requisitos de licitud, perlinencia, idoneidad, necesidad y utilidad; habiéndose 

realizado el juicio de admisibilidad y procedencia correspondiente. 
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Aunado a ello, el artículo 106 incisos 1°, 2º y 3° de la LPA, establecen reglas generales en 

cuanto a los medios probatorios, así : "[l]os hechos relevantes para la decisión ele un 

procedimiento podrán probarse por cualquier medio de prueba admisible en derecho y será 

aplicable, en lo que procediere, el Código Procesal Civil y Mercantil.----Se practicarán en el 

procedimiento todas las pruebas pertinentes y útiles para determinar In verdad de los hechos, 

aunque no hayan sido propuestas por los interesados y aun en contra de la voluntad de éstos. ---­

Las pruebas serán valoradas en forma libre, de conformidad con las reglas de la sana crítica; sin 

embargo, para el caso de la prueba documental , se cstarú al valor tasado de la misma en el 

derecho procesal común". Y el inciso 6° de la disposición legal citada prescribe que "[l]os 

documentos formalizados por los funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad y 

en los que, observándose los requisitos legales correspondientes se recojan los hechos 

constatados por aquellos, harán prueba de éstos salvo que se acredite lo contrario". 

Así, en el presente caso, la prueba vertida es documental, la cual se configura dentro de 

los documentos públicos administrativos, que son los "válidamente emitidos por los órganos de 

las Adminislracioncs Públicas; cslo es los producidos por un órgano administralivo de acuerdo a 

las formalidades exigidas en cada caso" (Barrero, C., La Pruelw en el Procedimiento 

Ad111i11istrativo, 3" Edición, Editorial Aranzadi, Navarra, 2006, p. 336). 

Lo anterior, en concordancia con los arlículos 106 de la LPA y 331 del CPCM, éste 

último refiere que serán instrumentos públicos "los expedidos por notario, que da le, y por 

auloridad o funcionnrio público en el ejercicio de su función pública"; cuyo vnlor probatorio, de 

conformidad ni artículo 341 del CPCM, constiluye "prueba fehaciente ele los hechos, actos o 

estado de cosas que documenten; de la lecha y personas que intervienen en el mismo, así como 

del fedatario o funcionario que lo expide". En este sentido, es preciso acolar que la prueba 

documental vertida en el procedimiento, consta de copias simples y certificadas ele instrumentos 

emitidos por servidores públicos. 

Por tanto, a partir de Ja prueba aportada en el transcurso del procedimiento se ha 

establecido con certeza, entre los años dos mil diecinueve y dos mil veintiuno: 

l. La calidad de servidora pública de la investi~ada: 

Durante el período comprendido entre los años dos mil diecinueve y dos mil veintiuno, la 

señora Gilda Noemy Linares ele Ramírcz se dcsempe11ó como Subdirectora del Centro Escolar 

Católico "María Consoladora del Carpinello" del municipio de Santa Ana, y miembro del CECE 

de esa misma institución educativa, siendo remunerada con fondos del MINEDUCYT, según 

consta en: i) informe de fecha veinte de enero del presente año, suscrito por la Directora y 

Presidenta del CECE del mismo centro de enseñanza (ff. 17 al 19); ii) copias simple y cerlilicacla 

por la referida Directora, del acta N.º 15 de fecha quince de marzo de mil novecientos noventa y 

cuatro, referente a In toma de posesión de la señora Linares de Ramírez como Subdirectora (IT. 25 

y 545); y en iii) copias certificadas por la Encargada de Organismos de Administración Escolar 
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Local. de la Dirección Departamental de Educación de Santa Ana del MINEDUCYT, de actas de 

integración del aludido CECE, en el lapso relacionado (ff. 129 al 131 ). 

2. El ví11c11/o de pare111esco entre las selioras Gil da Noemy Unares de Ramíre:; y  

: 

Entre las ~e1ioras Clilda Noemy Linares de Ramírez y  

 <:xistc un vinculo de parentesco de primer grado de consanguinidad, por cuanto son 

madre e hija. según consla en los siguientes documentos de la segunda: i) ccrti licación ele su 

partida de nacimiento. e;-.;pcdida por la Jefa del Registro del Estado Familiar de la Alcaldía 

fVlunicipal de Santa Ana ([ 127); íi) certificación de hoja de impresión de datos e imagen del 

tr~ímite actual de emisión de su DUI. proporcionnda por el RNPN (f. 125); y en iii) copia simple 

de su DUI (f. 543 ). 

3. l,(f i111en•e11ció11 de la im•eMigada en actos de seleccíán de .rn lr(ia. la sellora  

, para lahomr como Doce11/e interina e11 el Centro facolar 

Catúlico "María Comoladorn del Carpi11ello " del 1111111icipio de San/a A 11a: 

La ~cñora Gilda Noemy Linares de Ramírez. en su calidad de Subdirectora y miembro del 

CECE del Centro Escolar Católico "Maria Consoladora del Carpinello" del municipio de Santa 

Ann. intervino en los siguientes actos de selección de la señora  

. para laborar como Docente interina en la misma institución educativa, remunerada con 

fondos del MINEDUCYT: i) FI día veinticinco de ícbrero de dos mil diecinueve, para que 

laborara como Docente responsable del Noveno Grado "A". durante el período comprendido 

entre los días- veintiocho de lebrero y ' •cintiocho de marzo de dos mil diecinueve; y ii) El ~lía 

veintidós de enero ele dos mil veintiuno, para que laborara como Docente en la especialidad de 

E!:>tudios Sociales. durante el período comprendido entre los días veinticinco de enero y treinta y 

uno de diciembre ele dM mil veintiuno. 

Lo anterior, seglin consta en: i) los citados informes de ff. 17 al 19 y 128: ii) copias 

simples de las siguientes actas de reunión del aludido CECE: a) N.º 89, de focha veintidós de 

enero de dos mil veintiuno. en la cu;i\ se seleccionó a la sefiora  

 pura dcscrnpciiar el cargo de Docente interina en la especialidad de Estudios Sociales. en 

el citado centro de estudios (ff. 30 y 31 ); b) N." 72 de techa veinticinco de !Cbrcro de dos mil 

diecinueve. mediante la cual se seleccionó a la referida señora para desempefiar el cargo de 

Docente interina responsable del No\'eno Grado "A.', en la misma institución educativa en: 47 y 

440): y e) N.º 73 de lecha veintiocho de febrero de dos mil diecinueve. en la que se consignó la 

loma de pnsesil>n de la citada señora, en el cargo anterior (ff. 48 y 441 ). 

Como ya se indicó con anterioridad, las señoras Gilda Nocmy Linares de Rmníre7 y 

 son madre e hija. por lo cual, desde una perspectiva ética, 

la primera se encontraba inhibida de intervenir en los aludidos actos de selección. 

En virtud de lo anterior. al hacer una valoración inlegrnl de los elementos de prueba 

recabados en el procedimiento. se ha establecido que los días veinticinco de lebrero de dos mil 
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diecinueve y veinlidós ele enero de dos mil veinliuno, In señora Gilda Nocmy Linares de Rnmírez, 

Subdirectora del Centro Escolar Católico "María Consoladora del Carpinello" del municipio de 

Santa Ana, no se excusó formalmente y. por el contrario, intervino en los ci1ados netos de 

selección de su hija, la se11ora , para laborar como 

Docente interina en el mismo centro de estudios - asuntos propios de su función de miembro del 

CECE de la referida institución educativa- , pese a que en ellos tenia conflicto de interés, por 

existir una circunstancia que manifieslmnente ufcctnba su imparcialidad y objetividad para 

resolver esos asuntos, es decir, su parentesco con la persona sobre la cual recaían los mismos, 

entrando así en pugna intereses parliculnres (el personal y el de su hija) con el interés público. 

En este punto es necesario indicar que la investigada, mediante escrito de fC 555 y 556, 

adi.1jo que dentro de sus funciones como Subdirectora del Centro Escolar Calólico ' ·María 

Consoladora del Carpinello" del municipio de Santa Ana, no se encuentra el seleccionar o 

proponer al personal docente, sino que esto le compete al Director del centro educativo. 

Al respecto, es necesario señalar que, según el documento del MINEDUCYT denominado 

"Normativas y Procedimientos para el P'uncionamiento del CECE'', este úllimo administrará d 

recurso humano del centro educativo que es financiado por dicho Ministerio, y que todo 

movimiento de personal, como nombramientos, asignación de horas clase, etc., deberá ser 

canalizado por el Director del CECE y estará sujelo a lo que establece la Ley de la Carrera 

Docente, el Reglamento ele dicha ley y Disposiciones Generales de Presupuestos. 

Especílícamente, el artículo 40 ele la Ley ele la Carrera Docente señala que el Consejo 

Directivo Escolar podrá proponer el nombramiento de educadores interinos, para cubrir las plazas 

vacantes que por cualquier causa se produzcan entre el personal docente del respectivo centro 

educativo. 

Por tanto, en los centros educativos católicos, el organismo ele administración escolar 

competente para lo anterior es el CECE. 

De manera que, en el caso particular, se advierte que el CECE del Centro Escolar Católico 

"María Consoladora del Carpinello" del municipio de Santa Ana -el cual integraba la señora 

Linares de Ramírcz en las fechas relacionadas- tenía la facultad de proponer a la señora  

, para laborar como Docente interina en el mismo centro de 

estudios, como lo rcali7ó en las fechas indicadas, i;cleccionándola para tal efecto. 

En adición a lo anterior, es dable indicar que las personas sujetas a la aplicación de la 

LEG deben abstenerse de participar e11 c11alq11ier proceso deci.wrio en el que se perfile un interés 

propio, de s us socios o de sus familiares hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de 

afinidad , que entre en pugna con el interés público, pues de lo contrario se perdería la equidad y 

la imparcialidad requeridas para la adopción de una decisión pública. 

En definitiva, al no haberse excusado formalmente la seiíora Gilda Noemy Linares de 

Ramírez, s ino haber intervenido en los actos relacionados, se perfila una correspondcm.:ia clara e 

inequívoca entre ese comportamiento y la infracción al artículo 5 letra e) de la LEG. 
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/\hora bien, la potestad sancionadora ejercida por este Tribunal se somete. entre otros 

principios. al de responsabilidad, regulado en el arliculo 139 N.º 5 de la LPA, según el cual "sólo 

podrá11 ser sc111cimwdus por lwclws co11.\'/itutivos de il!fi·acció11 las per.w1w\· 1wt11rales yjurídicas 

<¡ue resulte11 respon\'tlhles a título ele dolo, culpa. o cualquier otm título que deter111i11e la ley ". 

Por tanto. es exigible. conforme a la referida disposición, que las sanciones que imponga 

este Tribunal -y cualquier otra autoridad administrativa- estén ~ustcntadas. ademús. en la 

comprobación ele un nexo subjetivo entre el autor y los hechos objeto de una sanción. 

Este nexo "(. . .) se ¡mede 111<111ijeslar como dolo, culpa, e i11c/11so, para u11 grnpo de 

Íl!fi·accio11cs {l(l111i11i.\·trafi\'(/S cle1w111i11adas ''.formales", a nivel ele i11ohser11a11cia. Toda.'> csias 

.fim11a.\· ele i111¡mlaciú11 sul?ieth'a. co11llel'<111 el destierro de la responsabilidad objetiva con la c¡ue 

se Sllllcio11a a11/0111cíticc1111c11te por la rcalizació11 de un hecho. 

E11 el ordc11a111ie11to jurídico salvadoretio, la hase de la exigencia de re.'>ponwhilidad 

.rnlHetim se e11c11e11tm en la misma Com·tit11ciú11, e11 el artículo 12, al 111w1((e.\lar c¡ue "Toda 

persona a quien .\'C impllle 1111 clclito, .\'e presumirá i11occ11te 111ie11lras 110 ,\'C pruebe .\U culpabilidad 

Cot?fim11e a la ley ( .. .) ". ;lc/cmás, la jurispmdcncia co11stit11cio11al y co11/em.:ioso administrativa 

so11 c:o11grne11te.\' al expresar que 110 puede haber sm1ciú11 sin cu/pahilidad. 

l'or ejem¡Jlo, la Sala de lo Co111c11cio.w Ad111i11istrativo en la se11te11cia de refére11cia 3 76-

2007 de .fecha 13 de fehrao de 2017 expre.wí que "los pri11cipios límites a la potestad 

.m11cio11aclora e.rigen c¡ue lo it?fi·accitÍ11 ( .. .) se realice ya sea con i11te11ciá11 o por culpa". 

Asi111i.rn10, la Sala de lo Co11st it ucio11al e11 la re.rn/11ciá11 de referencia 110-2015 de jeclw 30 de 

mar::o de 20 J 6 tam/Jién i11dicú que: "e11 materia administrativa .\w1cimuulora es aplicable el 

principio 11111/a poe11a sine culpa. Jo que exc/1~ve cualquier .fim1w de respm1sahilidad ol?ietiva, 

¡mes el dolo o culpa co11stituye11 u11 elc111e1110 básico de las it?fi·accio11e.v administrativa.\·" ( .. .) 

l'Scntencia pronunciada por el .Juzgado Segundo ele lo Contencioso Administrativo de Srmla 

Tecla. el día 21J-Vll l-2018. en el proceso relcrcncin 00014-l 8-ST-COPC-2CO]. 

Adcrrnís. la referida Sala de lo Contencioso Administrativo, en In sentencia de referencia 

508-201 G de lecha veintitrés de seplicmbre de dos mil diecinueve, acotó que en materia 

adminislrativa sancionatoria. "( ... ) las it!fraccio11<.'.\' pueden ser atribuibles a cualquier título de 

i111¡mtaciú11. si11 que para ello se J!je 1111a reglo ge11eral o ww excepciá11 fcircu11sta11cia que, si se 

cm!figurn c11 el derecho penal, por desi~nio absol1110 del legislac/01:/. Por ello, corresponderá al 

aplicador de lll 11ornw. adl'ertir si la il!/i"llCci<Íll que se analice puede ser atribuida a título de 

dolo o culpo ( .. .) ". 

En ese orden de ideas. en el presente caso la señora Gilda Nocmy Linares de Ramírez. 

como servidora pública. conforme al artkulo 5 letra e) de la LEO tenía el deber ético de 

excusarse y abstenerse de participar en la selección de su hija. para que ésta laborara en el Ceniro 

Escolar Calólico "María Consoladora del Carpincllo" del municipio de Santa Ana, sin embargo, 

se ha comprobado mediante c~tc procedimicnlo que no cumplió ese deber. aun te11ie11Clo la 

o/Jligc1ci<}11 ele conocerlo. 
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De lo anterior, se concluye que la señora Gilcla Noemy Linares de Ramírez, al tener el 

referido deber claramente definido en la LEG, y la obligación de conocerlo, actuó con dolo, 

omitiendo excusarse y participando en la aludida selección de su hija. 

Por tanto, se ha acreditado la existencia del nexo subjetivo entre la seilora Gilda Noemy 

Linares de Ramírcz y la conducta comprobada mediante este procedimiento -que es típica y 

antijurídica conforme al artículo 5 letra e) de la LEG- por lo que se sustenta la imposición de una 

sanción por la infracción cometida. 

VI. Sanción aplicable 

El Artículo 42 de la LEO prescribe: "Una vez comprobado el inc11111p/imieJ110 de los 

debere.\' éticos o la violaciú11 de la.\' prolribicio11cs éticas prevista.\' en esta Ley, el 1i·i/nmal sin 

pe1j11icio de la responsabilidad civil, penal 11 otra a que diere lugar, impondrá la 11111/la 

respecl iva. c11ya cuanlía 110 será Íl!ferior a 1111 salario mí11i1110 mens11al lw.\·fa 1111 máximo de 

cuarenla salarios mínimos mensuales 11rlwnos para el sec/or comercio. 

El Trib1111al deberá imponer una sanción por cada i11/i'ctcció11 comprobada". 

El articulo 97 del RLEG prescribe que pnra la fijación del monto de la multa se tomará en 

cuenta el monto del salario mínimo mensual para el sector comercio vigente en el momento en 

que se cometió la infracción. 

Según el Decreto Ejecutivo N.0 6 de lecha veintiuno de diciembre de dos mil diecisiete, y 

publicndo en el Diario Oficial N. 0 240, Tomo 417, de focha veintidós del referido mes y año, el 

monto del salario mínimo mensual urbano para el sector comercio vigente al momento en que 

tuvieron lugar las referidas conductas constitutivas de infracción al deber ético regulado en el 

artículo 5 letra c) de la LEG, de parte de la señora Gilda Noemy Linares de Ramírcz, es decir los 

días veinticinco de febrero de dos mil diecinueve y veintidós ele enero de dos mil veintiuno, 

equivalía a trescientos cuatro dólares de los Estados Unidos de América (EE.UU.) con diecisiete 

centavos (USD$304. l 7). 

De conformidad con el artículo 44 de la LEG, para fijar el monto de la multa el Tribunal 

considerará uno o mús de los siguientes aspectos: i) la gravedad y circunstancias del hecho 

cometido; ii) el henejicio o ganancias oblenidas por el Íl!fraclor, su cónyuge, conl'iviellle, 

parientes o socio. como consec11e11cit1 del acto u omisión constitlllfros de Íl!fÍ'ctcciim; iii) el dwlo 

ocasionado a la Admi11islració11 Pública o a /creeros pe1:i11dicado.\·; y h~ la rnpacidad de pago, y 

la renta pmencial del sancionado al 1110111e11to de la i1!fim:ciá11. Estos son, pues, los criterios de 

dosimetría que deben valorarse para que la sanción impuesta sea proporcional. 

En este caso, los parámetros o criterios objetivos para cuantificar la multa que se le 

impondrá a la señora Gilcla Noemy Linares de Ramírez. son Jos siguientes: 

El dmio ocasionado a la ad111i11istració11 pública o a terceros pe1.'i11dicados. 

En el caso de mérito, es preciso considerar que los dos actos en los que intervino la 

investigada, con los cuales resultó seleccionada su hija como docente interina en el mencionado 

centro escolar, conllevaron que esta última mantuviese una relación laboral temporal con esa 
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instiluciún, de un mes en el aíio dos mil diecinueve y de once meses y seis días en el año dos mil 

vcinliuno. J\I respeclo se considera que, si bien dicha acluación conlleva un daño a la 

administración pública, por cuanto la señora Linares de Ramírez antepuso intereses particulares 

l"rente a los públicos: sin embargo. los lapsos ele los nombramientos fueron limitados, cortos y 

distantes entre sí, es decir. no se e~timan sustanciales en el detrimento generado u los intereses 

público:-;. 

Adicionalmente, la investignda ha reconocido de forma expresn y por escrito su 

responsabilidad en la comisión ele la infracción que se le atribuye y. conforme a lo dispuesto en el 

artículo 156 de la LPJ\. ello es considerado por este Tribunal como una circunstancia atenuante 

para la determinación de la sanción. 

En consecuencia. en atención a que la conducta de la investigada no ha implicndo un 

pe1juicio considerable a los intereses públicos. y a que dicha señora aceptó su responsabilidad por 

los hechos e infracción atribuidos -en el escrito de II 555 y 556-, es pertinente imponerle a ésta 

una multa de un salario mínimo mensual urbano para el sector comercio, de trescientos cuatro 

dólares de los EE.UU. con diecisiete centavos (USD$304. l 7). por la infracción al deber ético 

regulado en el artículo 5 letra e) ele la LEG. cuantía que resulta proporcional a la infracción 

comclida según los parúmelros antes desarrollados. 

Por tanto. con base en los artículos 1 y 14 ele la Constitución, 111. 1 y 5 de la Convención 

lnteramericana contra In Corrupción. 1 y 7.4 de In Convención de las Naciones Unidas contra la 

Corrupción, 5 letra e). 37 de la 1 ey de Ética Gubernmnenlal, 95 y 97 del Reglamento de dicha 

Ley. este Tribunal RESUELVI~: 

") Sm1ci<Í11a.\e a la seilora Gilda Noemy Linares de Rmnírcz, Subdirectora del Centro 

Escolar Católico "María Consoladora del Carpincllo" del municipio de Santa Ana, departamento 

del mismo nombre, con una mulla de trescientos cuatro dólares de los Estados Unidos de 

t\mérica con diecisiclc ccnlavos (USD$304. l 7), por haber infringido el deber ético regulado en el 

articulo 5 lclra e) de la Ley de l~tica Gubernamental, en razón que los días veinticinco de febrero 

de dos mil diecinueve y vcintidús de enero de dos mil veintiuno. no se excusó y por tanto 

intervino en la selección de su hija, la sciiora . para que 

esta última laborara como Docente interina en el mismo centro de estudios. por las razones 

expresadas en el apartado V de e!>la re!>olución. 

b) Se hace saber a la in\'estigada que. tic conformidad a los artículos 39 de la Ley de Ética 

Gubernamental. 96 del Reglamento de dicha Ley. 104, 132 y 133 de la Ley de Procedimientos 

J\clministrativos. para la presente resolución se encuentra habilitada la interposición del Recurso 

de Reconsideración. el cual es oplativo pnra el agotamiento de la vía administrativa: y de 

disponer su utili/ación. dcbení prcsentar~e dentro del plazo de dic1. días húbiles. contados a partir 

del día siguiente a la notificación respectiva. 
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• 

e) Tié11e11se por señalados como lugar y medio técnico para recibir notilicacioncs, por 

parte de la investigada, Ja dirección y el correo electrónico que constan n folio 555 vuelto de este 

expediente. 

Notifít¡tll!.\"e. 

PRONUNCIADO POR LOS MIEMBROS DEL TRIBUNAL QUE LO SUSCRIBEN 
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